Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 13 y 30) 


La Comisión de Asuntos Administrativos del Senado tiene el agrado de recibir al señor Fiscal 
de Corte, doctor Rafael Ubiría y agradecerle su presencia y el tiempo que nos va a dedicar. En primer 
lugar, debo informarle que la Asamblea General ha sido citada a la hora 14 y 15 para recibir al 
Secretario General de las Naciones Unidas, en virtud de lo cual disponemos de aproximadamente 35 o 
40 minutos. 


El motivo de esta convocatoria no es una carpeta o un tema puntual. Esta Comisión tiene a 
su cargo la aprobación de las venias de ascenso en el caso de los fiscales y también de destitución de 
todos los funcionarios de la Administración Pública. Ya hemos aprobado alguna venia y ahora tenemos 
varias en carpeta, pero se nos ha dicho que es común —soy nuevo en la tarea legislativa— que, por lo 
menos una vez durante la Legislatura, se invite al Fiscal de Corte para que nos ilustre un poco sobre 
los criterios que se utilizan para las solicitudes de venia en el caso de ascensos. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, dejaríamos en uso de la palabra al doctor Ubiría 
y posteriormente abriríamos una instancia de preguntas. 


SEÑOR UBIRÍA.- Quiero decir que para mí es un honor haber sido invitado por la Comisión de Asuntos 
Administrativos del Senado, y desde ya adelanto que estoy dispuesto a evacuar todas las consultas 
que los señores Senadores entiendan pertinentes. En lo personal, quiero aclarar qué es lo que dice la 
ley con respecto a la manera en que se deben realizar las propuestas por parte del Ministerio Público y 
Fiscal. Si no hay inconveniente, ya puedo ingresar al tema. 


He traído varias copias del texto del Decreto-Ley N* 15.365 para que los señores Senadores 
puedan seguir mi exposición. 


El artículo 32 de la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal —-que es el Decreto Ley que 
acabo de mencionar- establece las pautas que debe seguir el Fiscal de Corte para realizar sus 
propuestas y cómo se debe actuar. Se trata de un artículo que, a mi juicio, da cierta discrecionalidad, 
aunque reglada, al Fiscal de Corte para formular esas propuestas. Concretamente, dice que los 
ascensos se harán “de acuerdo a pautas de antiguedad calificada, sin perjuicio de dar prevalencia, en 
todo caso, a la especial aptitud funcional o a la versación científico-jurídica”. Entonces, se puede decir 
que hay una combinación de dos factores; uno de ellos, la antigúedad, aunque no lisa y llana, sino 
antigúedad calificada. Además, el artículo habla de que eso estará sujeto a una reglamentación 
posterior que, en realidad, nunca se dictó. En realidad, uno interpreta el concepto de antigúedad como 
un elemento importante, pero no decisivo ni determinante. Seguidamente, la palabra “calificada” está 
dando a entender que la persona debe tener ciertos méritos, cierta trayectoria y reunir determinadas 
condiciones; por lo tanto, debe hacerse una evaluación previa para poder llevar a cabo las propuestas. 
Es más, el hecho de que se diga: “sin perjuicio de dar prevalencia, en todo caso, a la especial aptitud 
funcional o a la versación científico- jurídica”, estaría dejando de lado todo el concepto de antigúedad. 
Es decir que si existe un Fiscal que por sus condiciones, por su trayectoria en la docencia en la 
Facultad o porque proviene de algún otro medio, se ha destacado y el Fiscal de Corte entiende que, a 
pesar de haber una lista donde figura muy por debajo en lo que refiere a la antiguedad igual 
corresponde la propuesta, también estaría autorizado a presentarla. Obviamente, tal como lo dice la 
palabra, esta es una propuesta que requiere de una aceptación, es decir que se trata de un acto 
complejo; diría que en este caso es doblemente complejo. En primer lugar, es complejo porque 
necesariamente requiere de la propuesta del Fiscal de Corte —sin ella no hay designación— pero, a su 
vez, requiere de la aceptación del Poder Ejecutivo, porque si este dice que no, la propuesta queda en 
la nada y hay que hacer otra. Decía que es un tema doblemente complejo porque una vez aceptada 
esa propuesta sigue el camino de la solicitud de venia para que el Senado se expida. Básicamente, 
estos son los criterios. 


A los efectos de poder evaluar la actuación de un Fiscal, desde que asumí el cargo en el año 
2007, lo primero que hice durante todo ese año fue pedir dictámenes con trascendencia procesal a 
todos los Fiscales del país, formar carpetas, hacer un estudio y llevar a cabo una actualización de los 


currículos de cada uno de ellos en lo que refiere a las actividades extra Fiscalía. Hay que tener en 
cuenta que muchos Fiscales ejercen la docencia y otros que no lo han hecho porque, tal vez, han 
estado en lugares alejados de Montevideo que no se los ha permitido. En este sentido, la Ley Orgánica 
establece, para el Fiscal, el deber de residencia en el lugar donde trabaja, por lo que a veces hay que 
combinar unos factores con otros. No sé qué es más importante, si estar muchos años en 
departamentos complejos como, por ejemplo, Maldonado, Rivera, Salto o Paysandú, que son lugares 
con mucho trabajo, o poder acercarse a la capital para hacer docencia. Creo que este es un elemento 
importante porque se trata de lugares complejos y habrá que ver si la persona se ha desempeñado 
bien. Intento mantener reuniones con los Colegios de Abogados y con el Jefe de Policía de cada 
departamento cuando tengo oportunidad de viajar al interior, así como con cada Fiscal por separado. 
Asimismo, se envía una invitación a los Jueces, por tratarse el Poder Judicial de un órgano ajeno al 
Ministerio Público y Fiscal. 


En definitiva, de alguna manera nos vamos formando una opinión directa en muchos casos y, 
mediante dictámenes, currículos que se agregan o el estudio de los legajos personales, en otros. Se 
estudia si a través de su trayectoria la persona ha tenido méritos o deméritos, procedimientos 
disciplinarios, investigaciones administrativas o sumarios que se han anotado en su legajo personal y 
qué consecuencias tuvo eso. 


Básicamente es esto lo que el Fiscal de Corte puede hacer, pero no mucho más porque está 
limitado por el principio de independencia técnica, con lo que también hay que tener mucho cuidado. 
Uno puede pedir dictámenes pero son solo dictámenes, porque no se sabe qué pasó con esto. De 
todas maneras, no se puede pedir todo el expediente judicial, porque eso sería una intromisión que, 
eventualmente, podría considerarse como una violación de la independencia técnica de los Fiscales, ya 
que nos estaríamos introduciendo en un ámbito que, de acuerdo con nuestra Ley Orgánica, no 
pertenece al Fiscal de Corte. 


Por lo tanto, esos serían los criterios para las designaciones y los ascensos. En el caso de 
estos últimos, el artículo 32 —que no fue objeto de reglamentación— se refiere a las Fiscalías Letradas 
Departamentales de ascenso. Así, la segunda frase del inciso primero dice: “La calificación de Fiscalía 
Letrada Departamental de ascenso se hará atendiendo exclusivamente a los principios que establecerá 
la reglamentación,” —reitero que esta reglamentación no existe— “con la finalidad de adecuar la calidad 
y cantidad de actividad de cada sede, con la proximidad de su radicación a la capital de la República”. 
No debemos olvidar que este Decreto-Ley N* 15.365 fue elaborado durante la dictadura —en el año 
1982- O sea que es de larga data. El tema está en definir cuáles son las Fiscalías Letradas 
Departamentales de ascenso. En mi opinión, son aquellas que tienen mayor complejidad de trabajo y 
esto, en muchos casos, coincide con su proximidad a Montevideo. Sin lugar a dudas, Maldonado es un 
departamento de gran complejidad en ese sentido, como también lo es Canelones. Tanto es así, que 
en Canelones hay Fiscalías en Ciudad de la Costa, en Pando, en Las Piedras y en la propia capital 
departamental, además de la creada recientemente en Atlántida —donde existe un Juzgado Letrado de 
Primera Instancia— mediante la Ley de Presupuesto y que aún no ha sido instalada. A mi juicio, esos 
serían los lugares de ascenso. Si hablamos de San José, tenemos que pensar que allí hay una cárcel 
y el trabajo de los Fiscales es muy complejo debido a los reclusos. 


Obviamente, todos estos temas son opinables porque también puede haber Fiscalías 
Letradas Departamentales de ascenso en Rivera, en Salto y en Paysandú. A pesar de estar lejos de 
Montevideo, son departamentos que tienen una determinada cantidad de población y los delitos que 
allí se cometen son diferentes. Rivera —al igual que Cerro Largo- tiene la particularidad del gran 
contrabando con Brasil, lo que hace que el trabajo sea muy complejo y que los Fiscales que se 
desempeñan en esos lugares se fogueen, les vaya bien o mal. 


A los efectos del ascenso de los Fiscales Letrados Departamentales, el artículo 4% de este 
decreto ley determina una escala jerárquica, que debe ser respetada. Esta norma —que, reitero, 
establece la estructura orgánica— expresa lo siguiente: “El Ministerio Público y Fiscal cumplirá sus 
objetivos y funciones por medio de la siguiente estructura orgánica jerárquicamente ordenada: 1) 
Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. 2) Fiscalías Letradas Nacionales de lo Civil, de 
lo Penal y de Hacienda.” —estas están en un pie de igualdad— “3) Fiscalía Adjunta de Corte. 4) Fiscalía 
Letrada Suplente.” —estos dos Fiscales trabajan en Fiscalía de Corte- “5) Fiscalías Letradas 
Departamentales. 6) Fiscalías Letradas Adjuntas”. En definitiva, hay que respetar el orden que 
establece esta disposición. Por ejemplo, si quiero proponer a una persona para ocupar el cargo de 
Fiscal Letrado Departamental, previamente debo ofrecer el cargo a todos los Fiscales Letrados 


Adjuntos, por escrito. En una época no se requería la presentación por escrito, pero entiendo que esto 
debe quedar documentado porque, de lo contrario, el día de mañana alguien puede decir que no le 
ofrecieron el cargo. Para evitar eso, cuando surge una vacante en determinado departamento, 
enviamos a todos los Fiscales Letrados Adjuntos el ofrecimiento para que ocupen ese puesto pero, en 
la mayoría de los casos, no tienen interés porque es un cargo que tiene una escasa diferencia de 
sueldo con el de Fiscal Letrado Departamental. Por lo general, el cargo es ocupado por mujeres que 
tienen dificultades para trasladarse al interior porque están casadas, tienen hijos y no hacen la carrera 
en ese momento, sino que recién deciden hacerla cuando sus hijos alcanzan determinada edad. 


Prácticamente, ninguno de los Fiscales Letrados Adjuntos acepta esos puestos, lo que me 
habilita a proponérselos a otras personas que no son Fiscales Letrados Adjuntos sino Secretarios 
Letrados de las Fiscalías Nacionales o de las Fiscalías Letradas Departamentales, ya que también las 
hay en el interior del país. Si bien estos últimos no figuran en la estructura orgánica establecida en el 
artículo 4%, está en trámite una norma que los ubicaría en el Escalafón N, de los Magistrados 
Judiciales. En ese caso, se ubicarían en el último lugar del artículo 4%, pero esto aún no se ha 
concretado. 


En realidad, al tratarse de Secretarios Letrados que hace años trabajan en el Ministerio 
Público, lo más natural sería que si los Fiscales Letrados Adjuntos no aceptaran y no desearan irse al 
interior, ese salto lo pudieran dar los Secretarios Letrados que realizan tareas similares a las de los 
Fiscales Letrados Adjuntos en Montevideo, pero con menos responsabilidad. Cuando se propone a un 
Secretario Letrado para un cargo de Fiscal Letrado Departamental es porque, previamente, los 
Fiscales Letrados Adjuntos no aceptaron ese cargo. Esto es lo que se ha hecho y figura en la 
propuesta que se envía al Ministerio de Educación y Cultura, pero no sé si esa información llega a este 
ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, nos llega esa información. 


SEÑOR UBIRÍA.- Básicamente, esos son los criterios utilizados. Quedo a las órdenes para responder 
cualquier consulta que deseen realizar los señores Senadores. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero señalar un concepto y realizar dos preguntas. 


Me imagino que el tema del narcotráfico habrá complejizado el trabajo de las Fiscalías de 
frontera. A mi juicio, este es un factor nuevo que deberíamos ir incorporando. 


En primer lugar, quiero saber si esa labor se vería facilitada en caso de empujar para que se 
reglamente la ley porque muchas veces, cuando no existe reglamentación quedan zonas en la 
nebulosa. 


En segundo término, me interesa saber cómo ve el señor Fiscal de Corte la creación de una 
Fiscalía de Derechos Humanos. 


SEÑOR UBIRÍA.- Pienso que el narcotráfico, el lavado de activos y demás han complejizado esta 
situación. 


Con respecto al narcotráfico, cuando se trata de organizaciones que están detrás, la 
competencia es de los Juzgados y Fiscalías Especializados en Crimen Organizado que tienen su sede 
en Montevideo. Con la creación de estos Juzgados y Fiscalías para el interior del país en materia de 
narcotráfico, lavado de activos y delitos conexos la situación se ha simplificado. Por lo que tengo 
entendido, las dos Fiscalías de Crimen Organizado están funcionando muy bien. Quiere decir que 
también abarcaría todo el tema del narcotráfico. Si no me equivoco, hace unos años, ante un hecho 
ocurrido en una estancia en Salto, desde acá fueron el Fiscal y el Juez competente, junto con todo el 
grupo de la policía especializada en el tema. Por tanto, considero que se está procediendo con buen 
criterio. 


Con respecto a la otra pregunta que refiere a crear una Fiscalía de Derechos Humanos, 
quisiera saber si sería en materia penal. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En estos últimos días, ha surgido una polémica entre la Suprema Corte de 
Justicia y la Fiscal Mirtha Guianze sobre el tema de los derechos humanos, concretamente, acerca de 
la aplicación de los delitos de lesa humanidad o la aplicación penal. Esa polémica me llevó a concluir 
que en Uruguay necesitamos tener Tribunales de Derechos Humanos. De pronto, podríamos comenzar 
con una Fiscalía de Derechos Humanos para después pasar específicamente a un Tribunal de 
Derechos Humanos, como se hizo con los delitos complejos, porque son cosas diferentes a la materia 
penal y, si bien son delitos, tienen un componente de lesa humanidad. Por mi parte, miro el tema desde 
el ángulo de un ciudadano y, por eso, me gustaría contar con la visión del Fiscal de Corte. 


SEÑOR UBIRÍA.- Sinceramente, no creo que sea algo necesario hoy en día. Lo que aquí hay son 
discrepancias jurídicas muy sutiles. Si ha llegado a la Suprema Corte de Justicia, quiere decir que ha 
habido un fallo de Primera Instancia, intervino un Tribunal de Apelaciones y hubo una sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia. No había pensado en esto, pero realmente no lo veo como algo necesario y 
me parece que con lo que tenemos es suficiente. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Mi pregunta tiene que ver con el futuro. Como bien sabe el Fiscal de Corte, se 
está llevando adelante un proceso de reforma del Código del Proceso Penal, donde los Fiscales van a 
pasar a tener un rol preponderante, pues serán ellos y no los Jueces los que comenzarán a juntar la 
prueba —el Fiscal de Corte lo sabe mejor que yo-— y, por tanto, se pasará de un sistema inquisitivo a uno 
acusatorio. Naturalmente no pretendo poner en contrapunto al Fiscal de Corte con el doctor Van 
Rompaey, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pero debo decir que él planteó algunas dudas 
respecto de la actual situación de los Fiscales que deberían tener un proceso de preparación 
importante. A pesar de que los Fiscales, los Jueces, los Defensores de Oficio, el Colegio de Abogados 
y el Ministerio de Economía y Finanzas han participado de esa Comisión de trabajo, me gustaría que el 
Fiscal de Corte hiciera algún comentario al respecto, teniendo en cuenta la reforma del Código del 
Proceso Penal. 


SEÑOR UBIRÍA.- Por supuesto, coincido con parte de las declaraciones del doctor Van Rompaey, 
aunque con otras no. Sin duda, los Fiscales necesitan capacitación, como también la necesitan los 
Jueces. A su vez, los Jueces se tendrán que acostumbrar a un nuevo rol, que es el que hoy en día 
tienen todos los Jueces en América Latina. Sin duda, repito, es necesario capacitar a los funcionarios 
del Ministerio Público. Si no me equivoco, hay algunos fondos que fueron votados en la anterior 
Rendición de Cuentas. El señor Ministro Ehrlich me dijo que estaba prevista la capacitación de los 
Fiscales, pero será, exclusivamente, en el caso de que se apruebe la reforma del Código del Proceso 
Penal. Insisto en que la capacitación y la infraestructura son fundamentales. Tengo entendido que la 
vigencia se haría de manera gradual en algunos departamentos, como pueden ser Maldonado, Rivera 
y Salto, lo que facilitaría mucho el asunto. De esta forma no habría que gastar demasiado desde el 
inicio, sino que se haría de a poco. Salvo la sede de la Fiscalía de Corte, que es el único bien de 
propiedad del Estado, los demás inmuebles son alquilados y allí tenemos los problemas de los 
arrendamientos. Tenemos que pensar cómo se hace un encarcelaje en una casa o en un apartamento 
que se alquila en el interior, si el propietario no admite que se realicen reformas. Entonces, me 
pregunto si el Estado estaría dispuesto a comprar bienes para adecuarlos a una Fiscalía en un régimen 
acusatorio, que es adonde se lleva a los detenidos. En la sala de espera, la víctima, sus familiares y los 
testigos deben estar separados de los familiares del indagado, porque siempre se generan problemas. 
Personalmente, como Fiscal Penal, he vivido varias situaciones en el Centro de Instrucción Criminal. 
Generalmente, ante una situación difícil, las funcionarias recurren a un hombre, pero hay pocos 
hombres dentro del Ministerio Público, de modo que nos llaman a nosotros para restaurar el orden —si 
hay alguien armado, no importa si es hombre o mujer—; hoy por hoy, se trabaja en esas condiciones. 
Por lo tanto, creo que hay que jerarquizar el tema de la Justicia en general y el Ministerio Público con 
un Código del Proceso Penal de tipo acusatorio. En ese sentido, comparto que hay que capacitar al 
Fiscal y dotarlo de medios para que pueda desarrollar su labor. 


El doctor Van Rompaey habló de otros puntos y —si no me equivoco- hizo una crítica. Leí sus 
declaraciones en el diario, donde explicaba que los Fiscales no ofrecían garantías —aunque no sé si fue 
el término utilizado— en la medida en que iban a seguir perteneciendo al Poder Ejecutivo. Comparto a 
medias sus declaraciones porque el principio de independencia técnica está establecido con el 
Ministerio Público dentro del Poder Ejecutivo. Si yo dijera que eso no es así, estaría incumpliendo mi 
labor. He actuado siempre con independencia técnica y varias veces he sido criticado por ese motivo, y 
aotros Fiscales les ha pasado lo mismo. Ahora bien, eso no quiere decir, que tal vez por un tema de 
imagen y porque se les puede dar una mayor flexibilidad a los trámites del Ministerio Público, una 
propuesta en un régimen acusatorio —y lo digo con mucho respeto— demore ocho o diez meses, como 


sucede actualmente. Pensemos que puede ocurrir que haya un lugar que queda vacante. Entonces, el 
Fiscal que trabaja al lado va a estar de turno una semana o diez días seguidos y tiene que hacer su 
trabajo con el teléfono sonando permanentemente, con la policía, con levantamiento de cadáver, con 
accidente de tránsito fatal, etcétera. Además, duerme dos o tres horas porque se tiene que constituir a 
las tres o cuatro de la mañana, tiene teléfono todo el día y, cuando termina su turno pensando que va a 
descansar, tiene que subrogar por ocho o nueve meses al que está al lado, porque la propuesta de 
este está demorando todo ese tiempo. Eso no puede ocurrir en un régimen acusatorio y me parece que 
hay que tenerlo en cuenta. Además, no voy a negar lo que siempre sostuve, lo que ha sostenido la 
Asociación de Fiscales y todos los fiscales del país, en cuanto a la necesidad de que el Ministerio 
Público y Fiscal salga de la órbita del Poder Ejecutivo y se transforme en un órgano al estilo de la Corte 
Electoral, el Tribunal de Cuentas o, en el peor de los casos, en un ente descentralizado. Respecto a 
esto sé que el doctor Van Rompaey dijo algo por el estilo y yo lo comparto porque considero que sería 
bueno que se concretara la aprobación del CGP, la reforma de la Ley Orgánica del Ministerio Público y 
que se estudie la posición institucional de este último. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Agradezco las expresiones del Fiscal de Corte porque en la Comisión de 
Constitución y Legislación estamos estudiando este tema y sus aportes serán muy relevantes. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera preguntar al Fiscal de Corte algo relativo a la parte final de su respuesta 
en ocasión de la pregunta que realizara el señor Senador Nin Novoa, relacionado con el atraso en el 
envío de propuestas de fiscales al Senado, como forma de culminar con el trámite de designación de 
los mismos. Me gustaría saber cuántas fiscalías se encuentran hoy acéfalas, cuántas propuestas ha 
remitido el Fiscal de Corte al Ministerio de Educación y Cultura y en qué situación se encuentran las 
mismas y desde cuándo. En el caso de que el doctor Ubiría no recuerde en qué situación está cada 
una de ellas, le solicitaría que nos hiciera llegar un informe a la Comisión en el que se detallaran las 
vacantes, las propuestas realizadas y la fecha en que fueron remitidas al Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR UBIRÍA.- En este momento no recuerdo con exactitud todos esos datos. Aquí están las de los 
doctores Gilberto Rodríguez, Carlos Negro y la de la doctora Silvia Porteiro. Estas son las únicas tres 
propuestas que se han hecho para Fiscales Letrados Departamentales a Nacionales. Quedarían las 
propuestas para ocupar cargos de Fiscales Adjuntos que, creo, son tres o cuatro y ya se hicieron hace 
unos meses, aunque no recuerdo las fechas. Respecto a esto hubo un pequeño problema porque limité 
mi propia discrecionalidad para proponer a los fiscales adjuntos. Soy partidario del concurso y si 
pudiera limitar mi discrecionalidad lo haría porque, como dije anteriormente, el artículo 32 da 
posibilidades para actuar dentro de determinados márgenes. En lo personal, trato de proceder con la 
mayor objetividad posible y me baso fundamentalmente en la capacidad de la persona, en su 
honestidad, teniendo en cuenta los lugares en que trabajó, cómo se desempeñó y su antigúedad. 
Entonces, cuando varias personas tienen la misma antigúedad, tomo en cuenta el mejor desempeño. 
Tal vez sería mejor que dentro de un núcleo determinado de personas que tienen la misma antigúedad, 
se hiciera un concurso y se propusiera a quienes ganaran. Esto fue lo que hice en el caso de los 
Fiscales Adjuntos, como algo experimental, y lamentablemente demoró mucho en el ámbito interno del 
Ministerio Público y Fiscal. En este caso, propuse a las tres o cuatro personas que quedaron primeras 
en la lista, pero eso dio lugar a que otros impugnaran. Los abogados sabemos cómo es esto, si bien 
uno quiere actuar de la mejor manera, de todos modos se presentó una impugnación. Si bien esto no 
tiene efecto suspensivo, las propuestas quedaron congeladas hasta tanto se dirimiera el asunto y 
quizás esa fue la causa de la demora. Estas son las únicas propuestas que se han hecho en el correr 
de este año. 


SEÑOR PENADÉS..- Me gustaría recibir esa información porque, además, hay un tema que quizás en 
su momento podamos volver a hablar con el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y con 
las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura en cuanto al atraso con que se llevan adelante 
los trámites. En la Administración pasada esos atrasos fueron notorios y hasta llegaron a haber 
discrepancias públicas entre el Ministerio Público y Fiscal y el de Educación y Cultura de aquel 
entonces. Me gustaría saber si ese relacionamiento ha mejorado con las actuales autoridades, si hay 
una mejor comunicación y fluidez entre las propuestas realizadas por el Fiscal de Corte y la aceptación 
por parte del Poder Ejecutivo, o si la situación se mantiene incambiada. 


SEÑOR UBIRÍA.- Afortunadamente, esa relación ha mejorado pues hay más diálogo. De cualquier 
manera, el tema de la demora al que se refirió el señor Senador no puede imputarse a una persona o 


personas en particular, pero sería conveniente que no se demorara y más si se trata de un régimen 
acusatorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho al señor Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación que haya concurrido en el día de hoy —creo que nos ayuda a hacer mejor nuestra tarea—, pues 
las explicaciones y criterios que aplica han sido claros. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 7 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


